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Lamentamos el desacuerdo de las personas afectadas con el nuevo régimen legal, a las que hemos informado del proceso 
de elaboración y aprobación de una ley indicando aquellos trámites en los que cabe la participación ciudadana y, por 
tanto, plantear las reivindicaciones que se estimen convenientes, dado que no observamos en estos momentos ninguna 
actuación irregular de la Administración andaluza en relación con la aplicación de la vigente Ley 6/2023, de 7 de julio.

En cuanto a los procesos de estabilización, se han planteado diversos temas, entre ellos el referido a las bases de una 
convocatoria en el Ayuntamiento de Nigüelas (Granada), por el baremo de méritos profesionales en función de si la 
experiencia profesional se ha obtenido en la misma administración convocante o en cualquier otra. 

En este caso hemos recordado a la administración, además de la normativa correspondiente, el tratamiento que ha 
dado a este tema la jurisprudencia y entre otras sentencias hemos citado la 281/1993, de 27 de septiembre, del Tribunal 
Constitucional, en la cual se señala lo siguiente: “...una diferencia no justificada es, precisamente, la contenida en el 
baremo ahora enjuiciado, toda vez que diferenciar a los concursantes en función del Ayuntamiento en el que han 
adquirido determinada experiencia y no a partir de la experiencia misma, con independencia de la Corporación en la 
que se hubiera adquirido, no es criterio razonable, compatible con el principio constitucional de Igualdad. Antes aún, 
con semejante criterio evaluador se evidencia una clara intención de predeterminación del resultado del concurso 
a favor de determinadas personas y en detrimento —constitucionalmente inaceptable— de aquéllas que, contando 
con la misma experiencia, la han adquirido en otros Ayuntamientos”». 

De acuerdo con todo ello, se dictó resolución recomendando la eliminación de diferencias abusivas en la valoración de 
la experiencia en puestos similares, por tratarse de un requisito contrario al principio de igualdad proclamado en los 
artículos 14 y 23 de la Constitución en relación con los principios de mérito y capacidad del artículo 103.3 de la Constitu-
ción. Coincidiendo con la redacción de estas líneas, se ha recibido respuesta de la administración convocante en la que 
se nos informa que se acepta íntegramente la recomendación formulada por esta Institución.

Con respecto a las quejas relativas a mancomunidades disueltas, se denuncia que dejan pendientes temas relativos 
a responsabilidades laborales con sus anteriores empleados y ningún ayuntamiento de los que conformaban la man-
comunidad se quiere responsabilizar del asunto. A modo de ejemplo, reseñamos las quejas 23/1661 y la 23/3231, en esta 
última después de nuestra intervención, el asunto está resolviéndose favorablemente.

2.2.3.3. Actuaciones de oficio
Por lo que se refiere a actuaciones de oficio, a continuación se relacionan las que han sido iniciadas a lo largo del año:

	▷ Queja 23/1529, dirigida a los Ayuntamientos con una población inferior a los 50.000 habitantes, con el propósito de 
que regulen bonificación o exención con respecto a la tasa por derecho a examen para determinados colectivos, 
que pueden tener dificultades económicas para hacer frente a las misma y, de este modo, encontrarse limitados 
en su derecho de acceso al empleo público.

	▷ Queja 23/5916, dirigida a la Dirección General del Profesorado y Gestión de Recursos Humanos y a la Dirección 
General de Recursos Humanos y Función Pública, con el propósito de conocer las causas por las que no se cubren 
los puestos de administración y servicios (administrativos, ordenanzas y personal de limpieza) en los Centros de 
Educación Secundaria de nuestra Comunidad.

2.2.5. Políticas activas de empleo

2.2.5.1. Introducción 
Desde el compromiso de esta Defensoría con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en la lucha por erradicar la 
pobreza (ODS 1.1.) y alcanzar una sociedad próspera, acogedora, equilibrada y plena en armonía con el entorno, a través 
de este apartado supervisaremos la gestión de la Administración en la ejecución de las políticas activas de empleo pro-
puestas por los distintos niveles de gobierno.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-regulacion-de-la-tasa-por-derecho-a-examen-en-las-ordenanzas-municipales-en
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-el-deficit-de-puestos-de-administacion-y-servicios-en-los-centros-de-educacion


DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2023

7. Empleo público, trabajo
y seguridad social

19

Las políticas activas de empleo se relacionan principalmente con la meta 8.5 de los ODS, en la que se propone lo si-
guiente: “De aquí a 2030, lograr el empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todas las mujeres y los hom-
bres, incluidos los jóvenes y las personas con discapacidad, así como la igualdad de remuneración por trabajo de 
igual valor”. Asimismo, estas políticas también se alinean con la consecución de los fines establecidos en la meta 8.b, 
que pone el acento en desarrollar y poner en marcha una estrategia mundial para el empleo de los jóvenes; y la 9.3 con 
la que se pretende “Aumentar el acceso de las pequeñas industrias y otras empresas, particularmente en los países 
en desarrollo, a los servicios financieros, incluidos créditos asequibles, y su integración en las cadenas de valor y los 
mercados”, que junto con las 9.a. y 9.b, buscan facilitar el desarrollo de infraestructuras sostenibles y resilientes en los 
países en desarrollo, así como, apoyar el desarrollo de tecnologías nacionales mediante programas de obras públicas 
con alto coeficiente de empleo.

En este contexto, el objetivo prioritario para las políticas activas de empleo o mercado de trabajo es elevar las opor-
tunidades para quienes buscan empleo, para lo cual será necesario alcanzar una correspondencia adecuada entre 
las demandas para la contratación de personas trabajadoras y las solicitudes de empleo. Al hacerlo de esta forma, se 
contribuye a crear empleo y al crecimiento económico.

Por lo general, las políticas activas de empleo fomentan la contratación laboral temporal para grupos específicos 
de personas que encuentran dificultades particulares para incorporarse al mercado de trabajo; por ejemplo, los más 
jóvenes, los de edad avanzada, las personas con discapacidad, las mujeres en situación de riesgo o proclives a desem-
bocar en situaciones de exclusión social o las personas desempleadas de larga duración. Las herramientas previstas 
para alcanzar estos objetivos pueden ser variadas, así, por ejemplo, las encaminadas a la realización de cursos de for-
mación profesional para el empleo, obteniendo una titulación acorde con las necesidades del mercado de trabajo de 
cada momento, y con derecho a ayudas o becas de transporte y/o conciliación; las ayudas a la contratación; las ayudas 
económicas por situaciones de especial vulnerabilidad; etc.

Así pues, las políticas de empleo pueden ir dirigidas a la intermediación y asistencia en la búsqueda de empleo, 
asesoramiento y vinculación de la oferta y la demanda, actividad desarrollada por el Servicio Andaluz de Empleo 
(SAE) en nuestra Comunidad Autónoma; la formación y preparación de las personas para el mercado de trabajo; las 
subvenciones para la contratación de personal o la conservación de empleos; y las subvenciones o ayudas para la acti-
vidad empresarial y trabajo autónomo.

Con respecto al fomento y promoción de la actividad económica de las personas autónomas y emprendedoras, con 
la finalidad última de mejorar el bienestar y la calidad de vida de los habitantes de determinados territorios, procede 
referirnos al ODS 8.3 que persigue “Promover políticas orientadas al desarrollo que apoyen las actividades productivas, 
la creación de puestos de trabajo decentes, el emprendimiento, la creatividad y la innovación, y fomentar la forma-
lización y el crecimiento de las microempresas y las pequeñas y medianas empresas, incluso mediante el acceso a 
servicios financieros”. En este sentido, y alineada también con este ODS, merece ser mencionada la Primera Estrategia 
Nacional del Impulso del Trabajo Autónomo (ENDITA 2022-2027), aprobada por Resolución de 24 de mayo de 2023 de la 
Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social, que en su presentación expone, entre otros extremos, lo siguiente: 
“El propósito es, de una parte, crear un instrumento útil para los actores públicos que hemos de contribuir a la ge-
neración de un ecosistema del trabajo autónomo adecuado a las necesidades del colectivo y, de otra, visibilizar una 
acción coordinada del Gobierno en la que las trabajadoras autónomas y los trabajadores autónomos, así como las 
organizaciones que las representan, encuentren los anclajes para avanzar los próximos años, que van a ser decisivos 
en la conformación de un modelo económico más flexible, resiliente, moderno y enraizado en el territorio”.

2.2.5.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

2.2.5.2.1. Ayudas para la inclusión de colectivos desfavorecidos

En las quejas que se han recibido durante el año 2023 sobre esta materia se continúan suscitando los mismos problemas 
que en años anteriores y, especialmente, vuelven a repetir el denominador común de la mayoría de las quejas recibidas 
en otros ámbitos: la demora de la administración pública en la resolución de las solicitudes y recursos presentados. 
Encontramos expedientes que se dilatan en el tiempo o en los que se requiere a las personas afectadas la presentación 
de documentación que ya obra en otros departamentos administrativos. De este modo, lamentablemente, la percepción 
de la ciudadanía con respecto a la gestión del servicio público resulta bastante negativa. 

https://www.mites.gob.es/trabajoautonomo/ficheros/endita/ENDITA-2022-2027.pdf
https://www.mites.gob.es/trabajoautonomo/ficheros/endita/ENDITA-2022-2027.pdf
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